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León, Guanajuato, a 25 veinticinco de noviembre del año 2013, dos mil trece. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
V I S T O para resolver el expediente número 123/2012-JN, que contiene las actuaciones del proceso administrativo iniciado con motivo de la demanda interpuesta por el ciudadano …, en contra del Director General de Transito de León, Guanajuato; y, por ser este el momento procesal oportuno se resuelve, conforme a los siguientes resultandos y subsecuentes considerandos: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
C O N S I D E R A N D O:
SEGUNDO.- Que en el presente juicio administrativo se impugna la negativa ficta, respecto del escrito o instancia formulada al Director General de Tránsito …, cuya solicitud se centra en el tema de fondo relativo a la petición de que a la brevedad posible realice los estudios de ingeniería vial y se adopte la medida adecuada para resolver la problemática planteada, en prevención de futuras tragedias y accidentes. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
TERCERO.- Que conforme a lo estipulado por el artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de cuestiones de orden público, previamente al estudio del fondo, el Juzgador de oficio o a instancia de parte debe proceder al análisis de las causales de improcedencia previstas en este artículo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

La autoridad en la contestación de la demanda aduce que se actualiza la causal de improcedencia establecida en el artículo 261 fracción VI, del aludido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, en razón que, se desprende que el inconforme no dio cumplimiento al artículo 39 fracción I, del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, pues no señaló domicilio para recibir notificaciones, por tanto, se encontró imposibilitada para notificar la resolución que en derecho correspondiera y al no cumplir con su obligación de señalar domicilio, es claro que no encuadra la negativa ficta combatida, ya que no existe el acto reclamado. Causal de improcedencia que no se actualiza, en razón de que si bien es cierto que el escrito petitorio debe cumplir con los requisitos contemplados en el artículo 182 del propio Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, el que dispone: “Artículo 182.- La petición de los particulares deberá hacerse por escrito, en el que se señale: I.- La autoridad a la que se dirige; II.- El nombre, denominación o razón social del peticionario y, en su caso, de quien promueva en su nombre; III.- El domicilio para recibir notificaciones, que deberá estar ubicado dentro del territorio del Estado o del Municipio correspondiente, así como la identificación del medio preferente para recibirlas y, en su caso, de la persona autorizada para esos efectos; IV.- Los planteamientos o peticiones que se formulen, así como los hechos y razones que le sirvan de base; V.- Las pruebas que se ofrezcan, en su caso; y, VI.- La firma del solicitante o acreditación de la autenticidad de su voluntad expresada por los medios previstos en este Código u otras leyes, atendiendo en lo conducente lo dispuesto en los artículos 14 y 17 de este ordenamiento.”. Y, también es verdad que al determinar que el escrito de petición no cumplía con los requisitos formales, de acuerdo a lo señalado por el artículo 184 del mismo Código, la autoridad demandada estaba constreñida a requerir al justiciable para que en el término de 3 días hábiles corrigiera el referido escrito, con el apercibimiento que de no hacerlo se tendría por no presentado o incluso que las notificaciones subsecuentes se le formularían por estados; numeral que al respecto dispone: “Artículo 184.- Cuando el escrito inicial carezca de algún requisito formal o no se adjunten los documentos respectivos se requerirá al promovente para que, en un plazo no menor de tres días, corrija o complete el escrito o exhiba los documentos ofrecidos, apercibiéndole que de no hacerlo, se tendrá por no presentado el escrito o las pruebas, según el caso.”. Sin embargo, es el caso que la autoridad omitió realizar dicha prevención, por tanto, mientras no se notifique la contestación de la instancia al impetrante, éste se encuentra en condiciones de presentar la demanda en contra de la negativa ficta, en ese orden de ideas, no se da la inexistencia del acto impugnado. . . .  . . . . . 

Asimismo, la autoridad aduce que se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción I del citado artículo 261, en virtud de que no tiene interés jurídico para demandar. Causal de improcedencia que no se actualiza, en razón de que el escrito que contiene la instancia o solicitud planteada a la autoridad demandada se encuentra suscrito por el actor, de este modo, el artículo 4, párrafo segundo, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, le tutela el derecho subjetivo a que se le comunique por escrito, en un término no mayor de quince días hábiles, el acuerdo que recaiga a la gestión formulada y presentada por escrito con fecha 29 veintinueve de febrero del año 2012, dos mil doce, por tal motivo, cuenta con interés jurídico para intentar esta demanda de nulidad. . . . .  . . . 
En merito de lo anterior y estimando que de autos se advierte que no se actualiza ninguna otra causal de improcedencia de las previstas en el citado artículo  261, se procede al estudio de los conceptos de impugnación esgrimidos en la demanda. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CUARTO.- Que en el capítulo de conceptos de impugnación la actora expresa en esencia que la negativa ficta es la ficción consistente en al resolución desfavorable a los intereses del particular, que le impide dada la naturaleza del acto, realizar una expresión de conceptos de violación adecuada, hasta en tanto exista un pronunciamiento positivo de la autoridad, que lo posibilite a ejercer los medios de defensa que se encuentran a su alcance; por tanto, es jurídicamente imposible que el particular manifieste adecuadamente los conceptos que estima violados al presentar la demanda, debido a que desconoce los motivos y fundamentos en que la autoridad basó su determinación de no acceder a la solicitud del gobernado; por ello es menester que ésta se pronuncie contestando la demanda y la misma sea notificada al actor a efecto de que, enterado de la justificación argüida este en posibilidad de combatir la presunción de legalidad del acto mismo; y, la obligación que le atañe a la autoridad demandada de hacer recaer acuerdo por la vía escrita y en término breve, en relación a lo peticionado y hacerlo con el debido motivo y fundamento, para que otorgue a éste la posibilidad de atacar dicha determinación si lo considera conveniente; su incumplimiento, significa una afectación a las garantías de seguridad y certeza jurídica que le asisten. En tanto, que la autoridad en la contestación a la demanda niega que le haya causado algún agravio a la parte actora. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En la especie, SE CONFIGURA la negativa ficta respecto del Director General de Tránsito Municipal de León, Guanajuato, en razón de las siguientes consideraciones lógicas y jurídicas: . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En  principio, cabe precisar que  haciendo un  análisis  de  la  argumentación lógica y jurídica expresada en el único concepto de impugnación de la demanda para justificar la negativa ficta y a pesar de que omite indicar el artículo de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, que se viola en su perjuicio, de la argumentación expresada se deduce la causa de pedir, pues la actora expone argumentos tendentes a demostrar configuración de la negativa ficta y además se está en posibilidad de identificar el artículo que la regula. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
 
Así  las  cosas, en  el  ámbito  del  Gobierno  Municipal, la  negativa  ficta  en 
materia administrativa, en principio se regula, por el artículo 4°, párrafos segundo y tercero, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, expedida mediante decreto número 350, de fecha 30 de junio de 1997, publicada en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado, de fecha 25 veinticinco de julio del mismo año, Ordenamiento Legal vigente en la fecha de presentación de la demanda que nos ocupa y a falta de disposición legal expresa, se regula por lo señalado en el Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; el citado precepto legal en lo conducente establece: . . . . . .  . . . . . . 

“Artículo 4.-  . . . 
El Ayuntamiento deberá comunicar por escrito, en un término no mayor de treinta días hábiles, el acuerdo que recaiga a toda gestión que se le presente. Asimismo, el presidente municipal y los titulares de las dependencias y entidades de la administración pública municipal, deberán hacerlo en un plazo no mayor de quince días hábiles. 

En caso de que el Ayuntamiento, el presidente municipal o los titulares de las dependencias y entidades de la administración pública municipal, no dieren respuesta en el plazo señalado en el párrafo anterior, se tendrá por contestando en sentido negativo.” 

Conforme a este dispositivo, por una parte, toda gestión tiene que contestarse en el plazo determinado, según se trate de la autoridad que la reciba y de no hacerlo, por disposición legal se le tendrá por contestando en sentido negativo; ahora bien, en el citado artículo 4, segundo párrafo, el Legislador utiliza la palabra “gestión”, entendiéndose ésta como una acción para obtener el acto administrativo que se ventila ante la autoridad municipal y siendo lo anterior así, el término gestión se contempla en una acepción muy amplia, comprendiendo cualquier solicitud planteada por los particulares a las autoridades Municipales; y, por otra parte, en el caso de la autoridad demandada, solo tiene 15 quince días hábiles para dar su respuesta a las solicitudes planteadas a través del escrito de fecha 29 veintinueve de febrero del año 2012 dos mil doce, presentado en la misma  fecha, en la Oficialía de  Partes  de  la  Dirección  General  de  Tránsito Municipal de León, Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
De esta manera, en el caso que se resuelve, se configura la negativa ficta, en razón de que se acreditan los extremos exigidos por el artículo 4º, segundo párrafo, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, ya que en autos de la presente causa administrativa se encuentra demostrada la existencia de la gestión y que la autoridad no dió respuesta a lo solicitado en el plazo legal de 15 quince días hábiles, antes de la fecha en que se presentó la demanda que nos ocupa; pues, estos hechos se encuentran justificados en el sumario, en razón de que la fecha de presentación de la gestión se justifica mediante el escrito dirigido al Director General de Tránsito Municipal de León, Guanajuato, el cual fue presentado en la Oficialía de Partes de la Dirección General de Tránsito Municipal, con fecha 29 veintinueve de febrero del año 2012 dos mil doce, según se advierte del sello oficial que obra al frente, en la parte inferior del lado derecho, del oficio que contiene la gestión destinada a dicha Dependencia, en el que consta la leyenda: “DIRECCIÓN GENERAL DE TRÁNSITO MUNICIPAL LEÓN, GTO, 29 FEB. 2012, RECIBIDO, OFICIALIA DE PARTES”, además al centro del referido sello, consta una firma; y, por una parte, haciendo el computo del plazo transcurrido entre la fecha de presentación de la gestión escrita y la fecha de la presentación de la demanda, resulta evidente que transcurrió el plazo de 15 quince días hábiles establecido en el artículo 4º, segundo párrafo, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato en vigor en la fecha de presentación de la demanda, sin que la autoridad le haya dado respuesta a la gestión formulada; en el entendido de que el referido plazo empezó a computarse al día siguiente de su recepción, en consecuencia, el plazo de 15 quince días hábiles, comprende el jueves 1° primero,  el viernes 02 dos, el lunes 05 cinco, el martes 06 seis, el miércoles 07 siete, el jueves 08 ocho, el viernes 09 nueve, el lunes 12 doce, el martes 13 trece, el miércoles 14 catorce, el jueves 15 quince, el viernes 16 dieciséis, el martes 20 veinte, el miércoles 21 veintiuno y el jueves 22 veintidós de marzo del año 2012, dos mil doce; por lo tanto, el último día para dar respuesta a la gestión del justiciable, lo fue el jueves 22 veintidós de marzo del año próximo pasado; descontándose del cómputo relativo los días sábado 03 tres, domingo 04 cuatro, sábado 10 diez, domingo 11 once, sábado 17 diecisiete, domingo 18 dieciocho y el lunes 19 diecinueve,  de marzo aquel año; siendo innegable que en la especie, está plenamente acreditado que operó la negativa ficta, respeto a la solicitud planteada en el sentido de que se realicen los estudios de ingeniería vial y se adopte la medida adecuada para resolver la problemática planteada, en prevención de futuras tragedias y accidentes. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En la tesitura de lo expuesto, estamos frente a una resolución en sentido negativo, es decir, una decisión desfavorable a los derechos e intereses de la impetrante, conforme a lo estipulado por el artículo 4°, tercer párrafo, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . 

Es así que, en el caso que nos ocupa, se parte de la premisa de que la negativa ficta como ficción legal constituye una determinación desfavorable a los intereses del particular, luego entonces, la negativa ficta como acto administrativo por ficción del derecho, tiene a su favor la presunción de legalidad, por consiguiente, la parte actora tiene la carga procesal de acreditar que la negativa ficta es ilegal; por tal razón, el actor en el escrito inicial de la demanda, se encuentra constreñido a cumplir con los requisitos exigidos por el artículo 265 del  Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, dentro de los cuales se encuentra la expresión de conceptos de impugnación, los que en principio, se dirigen a atacar el silencio de la autoridad administrativa demandada expresando los razonamientos lógico-jurídicos  tendentes a demostrar la existencia de la negativa ficta; y, en segundo lugar,  cuando conozca los motivos y el derecho que apoyan la resolución negativa, o sea, después de la notificación de la contestación el actor desde la demanda inicial podrá formular los conceptos de agravio, al respecto cabe mencionar que aún y cuando desconozca el fundamento y los motivos que sirven de apoyo a la resolución negativa, no existe impedimento alguno para que desde el escrito inicial de demanda se formulen conceptos de impugnación respecto al fondo de la negativa ficta, pues, en el Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, no existe precepto alguno, que en materia de negativa ficta, prohíba a la actora que exponga desde su escrito inicial de demanda conceptos de agravio en relación a la resolución en sentido negativo, argumentando como si se tratara de una negativa expresa, por ello, no tiene que esperar a que las autoridades demandadas le den a conocer los hechos y el derecho en el cual se apoya la negativa, además en el Ordenamiento Legal invocado tampoco se contempla ninguna disposición que prohíba al Juzgador abstenerse de estudiar las causales de ilegalidad expuestas en los conceptos de impugnación de la demanda inicial. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Ahora bien, analizando minuciosamente el escrito inicial de demanda, se advierte que el actor se limita a expresar razonamientos lógico-jurídicos tendentes a demostrar la existencia del silencio de la autoridad administrativa demandada y omite exponer las causales de ilegalidad que originen la nulidad de la resolución negativa; de igual manera, en el escrito de ampliación de la demanda los conceptos de impugnación enderezados a combatir la presunción de legalidad de la negativa ficta, esto es, en otras palabras deben expresarse las causales de ilegalidad que justifiquen la nulidad de la negativa ficta. De lo expuesto se sigue, que dada la presunción de legalidad de los actos administrativos, corresponde al justiciable desvirtuarla y de no hacerlo subsiste la misma, pues en el proceso administrativo si no se actualiza alguna de las hipótesis de suplencia de la queja deficiente en la demanda de las contempladas en las diversas fracciones del artículo 301 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, el juzgador debe abstenerse de declarar la nulidad de la negativa ficta, ya que debe limitarse a atender lo alegado en los conceptos de impugnación expresados en la demanda inicial y en su ampliación; y, en el caso que se resuelve no se actualiza ningún supuesto de los previstos en citado artículo 301, en razón de que la negativa ficta impugnada no está relacionada con ningún procedimiento administrativo, ni afecta la libertad personal del actor -fracción I-; por parte del justiciable no se manifiesta suma ignorancia -fracción II-; y, por la naturaleza del acto impugnado, la materia de la litis no está valorada en dinero -fracción III-, de esta manera, el juzgador no se encuentra en aptitud de asumir la suplencia de la queja. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Lo expuesto con antelación, pone de manifiesto que no basta con que opere la negativa ficta, para declarar su nulidad, pues, como se ha dicho en supralíneas, la resolución negativa, como acto administrativo tiene la presunción de legalidad, esto es en otras palabras, la negativa ficta en principio tiene la presunción de validez, la que consiste en la suposición legal de que se encuentra apegada a derecho, por tanto, partiendo de esta premisa, resulta que la negativa ficta no es en sí misma ilegal, razón por la cual se contempla el Juicio de Nulidad para impugnarla y en su caso, obtener su nulidad, de modo que en el proceso administrativo no basta probar la existencia o configuración de la negativa para que el Juez declare su nulidad, sino que es menester que se desvirtúe su presunción de legalidad, mediante la expresión de la argumentación lógica jurídica cuando se trate de una controversia de puro derecho y cuando no sea así, deberán además aportarse las pruebas idóneas para acreditar la ilegalidad de la resolución negativa, dado que de sostener lo contrario se llegaría al extremo de considerar que toda negativa ficta es ilegal, lo que no es posible conforme a lo señalado por el artículo 154 del pluricitado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, ya que dispone que la negativa ficta significa decisión desfavorables a los derechos e intereses jurídicos de los peticionarios, para efectos de su impugnación; numeral que establece: “Artículo 154.- Transcurridos los plazos citados en el artículo anterior sin que se notifique la resolución expresa, se entenderá que ha operado la negativa ficta, que significa decisión desfavorable a los derechos e intereses jurídicos de los peticionarios, para efectos de su impugnación.”. Al respecto resulta ilustrativo como criterio orientador la tesis aislada sustentada por el Primer Tribunal Colegiado del Décimo Sexto Circuito de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la Octava Época; Registro: 214438 (IUS 2011); Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito; Tesis Aislada; Fuente: Semanario Judicial de la Federación;  XII, Noviembre de 1993;  Materia(s): Administrativa; Tesis visible a Página: 383, bajo el siguiente rubro: “NEGATIVA FICTA. SU NULIDAD ABSOLUTA SOLO PUEDE DECRETARSE CUANDO SE HA PROBADO SU ILEGALIDAD. La prueba de que en un caso determinado se han actualizado los supuestos de la negativa ficta a que se refiere la fracción IV del artículo 19 de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de Guanajuato, no basta para decretar su nulidad absoluta, porque una negativa ficta no es en sí misma ilegal, amén de que por otra parte, los actos de la autoridad administrativa tienen a su favor la presunción de legalidad. Consecuentemente, sólo cuando se acredita que la negativa ficta es ilegal, puede procederse a declarar su nulidad absoluta. Si se admitiera que con sólo probar la existencia de la negativa ficta bastará para declarar su nulidad absoluta, se estaría sosteniendo que toda negativa ficta es ilegal, lo cual es inadmisible.”. De igual manera, resulta ilustrativo como criterio orientador el sostenido por la Primera Sala del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado de Guanajuato, en la tesis visible en la Obra denominada “Criterios 2000-2006”, edición realizada por el Pleno del aludido Tribunal, visible a página 65, bajo el siguiente rubro:  “NEGATIVA FICTA.- CARACTERÍSTICAS DENTRO DEL JUICIO DE NULIDAD.- De conformidad con el artículo 18, fracción IV, de la Ley de Justicia Administrativa para el Estado de Guanajuato, la negativa ficta es una figura jurídica consistente en que si una autoridad no resuelve, durante el término que señala la Ley, una petición formulada por un particular, éste puede considerar que fue resuelta en sentido desfavorable e interponer los medios de defensa que considere necesarios (Juicio de Nulidad o Recurso de Inconformidad). El actor, en la presentación de la demanda, no podrá señalar los conceptos de violación, pues desconoce los motivos y razones por las que la autoridad ha negado fictamente su petición, por lo que sólo podrá hacerlo hasta la ampliación, después de que los conozca, al notificársele la contestación. Excepcionalmente, es posible plantear los conceptos de violación, desde la demanda. En la contestación de la demanda la autoridad tendrá la obligación de dar los hechos y el derecho en que funde la negativa; y, si no cumple con ello, procesalmente se tendrá que inferir que no pudo justificar la resolución desfavorable, la que tendrá que nulificarse para el efecto de que se resuelva favorablemente la instancia o petición. Si no hay contestación, no es posible que se dicte un acuerdo y se corra traslado con copia de esta, por lo que no cabe la ampliación; si existe la contestación, deberá emitirse el acuerdo correspondiente y notificarse personalmente al actor con copia de ésta, y éste podrá ejercitar su derecho de ampliar la demanda; pero si no lo hace se tendrá que estar a la presunción de validez. De la ampliación se tendrá que correr traslado a la demandada para que pueda contestarla. La litis sobre la que tendrá que versar la sentencia se integrará con la negativa ficta, la demanda, la contestación, la ampliación y la contestación a la misma.” (Expediente 6.332/04. Sentencia de fecha 07 de enero de 2005. Actor: Antonio Martínez Hernández.). . . . . . . . . .  . . . . . . . . . .
En ese tenor, es dable concluir que es el caso que la parte actora en el escrito inicial demanda y en su ampliación, omite expresar conceptos de impugnación enderezados a desvirtuar la legalidad de la negativa ficta, por tanto, si no precisa las razones o motivos lógicos y jurídicos por los cuales estima se transgrede en su perjuicio el artículo 137 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, luego entonces, con fundamento en lo estipulado por el artículo 300 fracción I, del mismo Ordenamiento Jurídico, es de declararse a la presunción de validez de la negativa ficta impugnada. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por lo expuesto y además con fundamento en los artículos 4 párrafos segundo y tercero, 206-A párrafo segundo y 216 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 1 fracción II, 3 párrafo segundo, 154, 287, 298, 299, 300 fracciones II, V y VI, y 302 fracción III, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se RESUELVE: . . . . 

SEGUNDO.- Se configura la NEGATIVA FICTA por las razones expuestas en el cuarto considerando de esta sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

TERCERO.- Se declara la VALIDEZ de la resolución negativa impugnada, por las razones expuestas en el cuarto considerando de la presente resolución. . . . 

Notifíquese a la autoridad demandada por oficio y a la parte actora personalmente en el domicilio señalado en autos para tal efecto. . . . . . . .  . . . . . . . . 

En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése de baja en el Libro de Registro de este Juzgado. . . . . . . .  . . . . . . . 

Así lo resolvió y firma, en 4 cuatro tantos, el LICENCIADO ELIVERIO GARCÍA MONZÓN, Juez Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con la LICENCIADA MA. TERESA ALFÉREZ RODRÍGUEZ, Secretaria de Estudio y Cuenta.- que da fe. . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . 
ESTA HOJA FORMA PARTE DE LA SENTENCIA DEL 25 DE NOVIEMBRE DEL 2013, DICTADA EN EL EXPEDIENTE 123/2012- JN.

